
Teoría de la Separación de los poderes 

La separación de poderes o división de poderes (en latín trias política) es una ordenación y 

distribución de las funciones del Estado, en la cual la titularidad de cada una de ellas es 

confiada a un órgano u organismo público distinto. Junto a la consagración constitucional 

de los derechos fundamentales, es uno de los principios que caracterizan el Estado de 

Derecho moderno. 

Modernamente la doctrina denomina a esta teoría, en sentido estricto, separación de 

funciones o separación de facultades, al considerar al poder como único e indivisible y 

perteneciente original y esencialmente al titular de la soberanía (nación o pueblo), 

resultando imposible concebir que aquél pueda ser dividido para su ejercicio. 

La teoría de la separación de poderes fue común a diversos pensadores del siglo XVIII que 

la enunciaron durante la “Ilustración” -movimiento cultural europeo que se desarrolló –

especialmente en Francia e Inglaterra– desde principios del siglo XVIII hasta el inicio de 

la Revolución francesa, aunque en algunos países se prolongó durante los primeros años 

del siglo XIX. Fue denominado así por su declarada finalidad de disipar las tinieblas de la 

humanidad mediante las luces de la razón. El siglo XVIII es conocido, por este motivo, 

como el Siglo de las Luces-, como Alexander Hamilton, John Locke, Jean Jacques 

Rousseau y Montesquieu, aunque con diferentes matices entre los autores y a partir del 

antecedente en la Grecia clásica de Aristóteles  y su obra Política. 

Según la visión ilustrada, el Estado existe con la finalidad de proteger al hombre de otros 

hombres. El hombre, entonces, sacrifica una completa libertad por la seguridad de no ser 

afectado en su derecho a la vida, la integridad, la libertad y la propiedad. Sin embargo, la 



existencia de ese Estado no garantiza la defensa de los derechos de la persona. En efecto, 

muchas veces el hombre se encuentra protegido contra otros hombres, más no contra el 

propio Estado, el cual podría oprimirlo impunemente mediante las facultades coercitivas 

que le ha otorgado la propia colectividad. 

Al momento de su formulación clásica, las funciones del Estado consideradas como 

necesarias para la protección del ciudadano eran fundamentalmente las de dar las Leyes, la 

de poner en práctica éstas leyes en forma general y más particularmente, con la finalidad de 

resolver conflictos y la administración del aparato de gobierno, funciones que durante el 

Antiguo Régimen eran monopolizadas en la sola entidad de la monarquía absolutista a la 

cual se le atribuía la práctica del despotismo. 

Checks and balances (Controles y Contrapesos) 

Para prevenir que una rama del poder se convirtiera en suprema, y para inducirlas a 

cooperar, los sistemas de gobierno que emplean la separación de poderes se crean 

típicamente con un sistema de "checks and balances" (controles y contrapesos). Este 

término proviene del constitucionalismo anglosajón, pero, como la propia separación de 

poderes, es generalmente atribuida a Montesquieu. Checks and balances se refiere a varias 

reglas de procedimiento que permiten a una de las ramas limitar a otra, por ejemplo, 

mediante el veto que el presidente de los Estados Unidos tiene sobre la legislación aprobada 

por el Congreso, o el poder del Congreso de alterar la composición y jurisdicción de los 

tribunales federales. Cada país que emplee la separación de poderes tiene que tener su 

propio mecanismo de checks and balances; cuanto más se aproxime un país al sistema 



presidencial, más checks existirán entre las distintas ramas del poder, y más iguales serán 

en sus poderes relativos. 

Los constitucionalistas anglosajones encuentran su origen en la Carta Magna, aplicándose 

en la práctica en las luchas entre la monarquía y el parlamento en las guerras civiles 

inglesas del siglo XVII. Montesquieu, en el siglo XVIII, realizó más bien la formulación 

teórica de lo que los ingleses habían aplicado en la práctica el siglo anterior. 

Del espíritu de las Leyes 

La formulación definitiva es debida al barón Charles Louis de Secondat de Montesquieu en 

su obra "Del Espíritu de las Leyes" en la que se define el poder a la vez como función y 

como órgano. En la obra se describe la división de los Poderes del Estado en el poder 

legislativo, el ejecutivo y el judicial y se promueve que su titularidad se encargue 

respectivamente al Parlamento o Congreso, al Gobierno y los Tribunales de Justicia. 

Adopción 

Los principios ilustrados fueron adoptados por las corrientes del liberalismo político. 

Conjuntamente con el respeto a los derechos fundamentales de las personas, la división o 

separación de poderes se convierte en elemento fundamental de lo que se dio en llamar 

Estado Liberal y que, a la vez, configura el elemento base del Constitucionalismo Moderno. 

Sin embargo, el principio de separación de poderes ha sido plasmado de forma diferente 

dentro de los diversos sistemas de Gobierno, este principio doctrinal que de facto convertía 

al parlamento en el poder central fue modificado de acuerdo con la doctrina de la 

separación entre el poder constituyente y los poderes constituidos de Emmanuel Joseph 



Sievés donde la separación de poderes deja paso a una interrelación (la separación de 

poderes no desaparece para evitar el control por un solo grupo u hombre, pero su 

interrelacionan de una forma muy intensa), el Estado deja de ser abstencionista y se hace 

enorme al intervenir en la sociedad, otorga el sufragio universal ( no solo para la burguesía) 

y surgen los partidos políticos de masas, originándose el estado actual, el Estado Social, 

donde se rompe con la idea de parlamento igual a nación, ahora la ley es la expresión de la 

voluntad de la mayoría, cuando cambia la formación del parlamento, cambian las leyes, por 

lo que la ley deja de ser la expresión de la razón, de la soberanía, para ser la de la mayoría. 

Desaparece la legitimación del sistema jurídico como consecuencia de estos cambios y por 

eso se adopta la distinción de Sievés entre "poder constituyente" y "constituido", el 

constituyente es el pueblo ejerciendo su poder soberano mediante el que aprueba la 

constitución y crea los poderes constituidos, el ejecutivo, el legislativo y el judicial; y ahora 

el legislativo va a aprobar las leyes, leyes que a partir de ahora van a estar por debajo de la 

Constitución la cual expresa los valores compartidos por todos y se crea el Tribunal 

Constitucional como garante de estos valores. 

Órgano Ejecutivo 

 

Artículo 175- El Órgano Ejecutivo está constituido por el Presidente de la República y los 

Ministros de Estado, según las normas de esta Constitución.  

   

Artículo 176- El Presidente de la República ejerce sus funciones por sí solo o con la 

participación del Ministro del ramo respectivo, o con la de todos los Ministros en Consejo 

de Gabinete, o en cualquier otra forma que determine esta Constitución.  

   

Artículo 177- El Presidente de la República será elegido por sufragio popular directo y por 

la mayoría de votos para un período de cinco años. Con el Presidente de la República serán 

elegidos y de la misma manera y por igual período un Vicepresidente, quien lo reemplazará 

en sus faltas, conforme a lo prescrito en esta Constitución.  

   



Artículo 178- Los ciudadanos que hayan sido elegidos Presidentes o Vicepresidente no 

podrán ser reelegidos para el mismo cargo en los dos períodos presidenciales 

inmediatamente siguientes.  

   

Artículo 179- Para ser Presidente o Vicepresidente de la República se requiere:  

1. Ser panameño por nacimiento.  

2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.  

Artículo 180- No podrán ser elegidos ni Presidente ni Vicepresidentes de la República 

quienes hayan sido condenados por el Órgano Judicial en razón de delito contra la 

administración pública. 

Artículo 181- El Presidente y Vicepresidente de la República tomarán posesión de sus 

respectivos cargos el día primero de septiembre siguiente al de su elección y prestarán 

juramento en estos términos: "Juro a Dios y a la Patria cumplir fielmente la Constitución y 

las Leyes de la República". El ciudadano que no profese creencia religiosa podrá prescindir 

de la invocación a Dios en su juramento.  

Artículo 182- Si por cualquier motivo el Presidente o los Vicepresidentes de la República 

no pudieran tomar posesión ante la Asamblea Legislativa lo harán ante la Corte Suprema de 

Justicia; si no fuere posible ante un Notario Público y, en efecto de éste ante dos testigos 

hábiles.  

   

Artículo 183- Son atribuciones que ejerce por sí sólo el Presidente de la República:  

1. Nombrar y separa libremente a los Ministros de Estado.  

2. Coordinar la labor de la administración y los establecimientos públicos.  

3. Velar por la conservación del orden público.  

4. Adoptar las medidas necesarias para que la Asamblea Legislativa se reúna el día 

señalado por la constitución o el Decreto mediante el cual haya sido convocada a 

sesiones extraordinarias.  

5. Presentar el principio de cada legislatura, el primer día de sus sesiones ordinarias, 

un mensaje sobre los asuntos de la administración.  

6. Objetar los proyectos de Leyes por considerarlos inconvenientes o inexequibles.  

7. Invalidar las órdenes o disposiciones que dicte un Ministro de Estado en virtud del 

Artículo 181.  

8. Las demás que le correspondan de conformidad con La Constitución o la Ley.  

Artículo 184- Son atribuciones que ejerce el Presidente de la República con la 

participación del Ministro respectivo:  

1. Sancionar y promulgar las Leyes, obedecerlas y velar por su exacto cumplimiento.  

2. Nombrar a los Jefes y Oficiales de la Fuerza Pública con arreglo al Escalafón 

Militar y disponer el uso de la misma.  

3. Nombrar y separar libremente a los Gobernadores de las Provincias.  

4. Informar al Órgano Legislativo de las vacantes producidas en los cargos que éste 

debe proveer.  

5. Vigilar la recaudación y administración de las rentas nacionales.  



6. Nombrar, con arreglo a lo dispuesto en el Título XI, a las personas que deban 

desempeñar cualesquiera cargos o empleos nacionales cuya provisión no 

corresponda a otro funcionario o corporación.  

7. Enviar al Órgano Legislativo, dentro del primer mes de la legislación anual, el 

proyecto del Presupuesto General del Estado para el año fiscal siguiente, salvo que 

la fecha de toma de posesión del Presidente de la República coincida con la 

iniciación de dichas sesiones. En este caso el Presidente de la República deberá 

hacerlo dentro de los primeros cuarenta días de sesiones. 

8. Celebrar contratos administrativos para la prestación de servicios y ejecución de 

obras públicas, con arreglo a lo que dispongan la Constitución y la Ley.  

9. Dirigir las relaciones exteriores; celebrar tratados y convenios públicos, los cuales 

serán sometidos a la consideración del Órgano Legislativo y acreditar y recibir 

agentes diplomáticos y consulares.  

10. Dirigir, reglamentar e inspeccionar los servicios establecidos en esta Constitución.  

11. Nombrar a los Jefes, Gerentes y Directores de las entidades públicas Autónomas, 

Semiautónomas y de las empresas estatales, según lo dispongan las Leyes 

respectivas.  

12. Decretar indultos por delitos políticos, rebajar penas y conceder libertad condicional 

a los reos de delitos comunes.  

13. Conferir grados militares de acuerdo con las disposiciones legales correspondientes.  

14. Reglamentar las Leyes que lo requieren para su mejor cumplimiento, sin apartarse 

en ningún caso de su texto ni de espíritu.  

15. Conceder a los nacionales que lo soliciten permiso para aceptar cargos de gobiernos 

extranjeros, en los casos que sea necesario de acuerdo con la Ley.  

16. Ejercer las demás atribuciones que le correspondan de acuerdo con esta 

Constitución y la Ley.  

Artículo 185- Son atribuciones que ejerce el vicepresidente de la República.  

1. Reemplazar al Presidente de la República, en caso de falta de temporal o absoluta 

del Presidente.  

2. Asistir con voz, pero sin voto, a las sesiones del Consejo de Gabinete.  

3. Asesorar al Presidente de la República en las materias que éste determine.  

4. Asistir y representar al Presidente de la República en actos públicos y congresos 

nacionales o internacionales o en misiones especiales que el Presidente le 

encomiende.  

Artículo 186- Los actos de Presidente de la República, salvo los que pueda ejercer por sí 

solo, no tendrán valor si no son refrendados por el Ministro de Estado respectivo, quien se 

hace responsable de ellos.  

Las órdenes y disposiciones que un Ministro de Estado expida por instrucciones del 

Presidente de la República son obligatorias y sólo podrán ser invalidadas por éste por ser 

contrarias a la Constitución o la Ley, sin perjuicio de los recursos a que haya lugar.  

   

Artículo 187- El Presidente y el Vicepresidente de la República podrán separarse de sus 

cargos mediante licencia que cuando no exceda de noventa días les será concedida por el 



Consejo de Gabinete. Para la separación por más de noventa días, se requerirá licencia de la 

Asamblea Nacional.  

   

Durante el ejercicio de la licencia que se conceda al Presidente de la República para 

separarse de su cargo, éste será reemplazado por el Vicepresidente de la República quien 

tendrá el título de Encargado de la Presidencia de la República.  

   

Cuando por cualquier motivo las faltas del Presidente no pudieren ser llenada por el 

Vicepresidente, ejercerá la Presidencia uno de los Ministros de Estado, que éstos elegirán 

por mayoría de votos, quien debe cumplir los requisitos necesarios para ser Presidente de la 

República, y tendrá el título de Ministro Encargado de la Presidencia de la República.  

   

En los plazos señalados por este Artículo y los siguientes se incluirán los días inhábiles.  

   

Artículo 188- El Presidente de la República podrá ausentarse del territorio nacional, en 

cada ocasión, sin pedir licencia de cargo:  

1. Por un período máximo de hasta diez días sin necesidad de autorización alguna.  

2. Por un período que exceda de diez días y no sea mayor de treinta días, con 

autorización del Consejo de Gabinete.  

3. Por un período mayor de treinta días, con la autorización de la Asamblea Nacional.  

Si el Presidente se ausentará por más de diez días, se encargará de la Presidencia el  

Vicepresidente, y en defecto de éste, lo hará un Ministro de Estado, según lo establecido en 

esta Constitución. Quien ejerza el cargo tendrá el título de Encargado de la Presidencia de 

la República. 

  

Artículo 189- Por falta absoluta del Presidente de la República, el Vicepresidente asumirá 

el cargo por el resto del período.  

   

   

Cuando el Vicepresidente asuma el cargo de Presidente, ejercerá la vicepresidencia unos de 

los Ministros de Estado, que estos elegirán por mayoría de votos, quien debe cumplir los 

requisitos necesarios para ser Presidente de la República, y tendrá el título de Ministro 

Encargado de la Presidencia.  

 

Cuando por cualquier motivo la falta absoluta del Presidente no pudiere ser llenada por el 

Vicepresidente, ejercerá la Presidencia uno de los Ministros de Estado, que estos elegirán 

por mayoría de votos, quien debe cumplir con los requisitos necesarios para ser Presidente 

de la República, y tendrá el título de Ministro Encargado de la Presidencia. 

   

Cuando la falta absoluta del Presidente y del Vicepresidente, se produjera por lo menos dos 

años antes de la expiración del período presidencial, el Ministro Encargado de la 

Presidencia convocará a elecciones para Presidente y Vicepresidente en una fecha no 

posterior a cuatro meses, de modo que los ciudadanos electos tomen posesión dentro de los 

seis meses siguientes a la convocatoria, para el resto del período. El decreto respectivo será 



expedido a más tardar ocho días después de la asunción del cargo por dicho Ministro 

Encargado. 

   

   

Artículo 190- Los emolumentos que la Ley asigne al Presidente y al Vicepresidente de la 

República podrán ser modificados, pero el cambio entrará a regir en el período presidencial 

siguiente.  

   

Artículo 191- El Presidente y el Vicepresidente de la República sólo son responsables en 

los casos siguientes:  

1. Por extralimitación de sus funciones constitucionales.  

2. Por actos de violencia o coacción en el curso del proceso electoral; por impedir la 

reunión de la Asamblea Legislativa; por obstaculizar el ejercicio de las funciones de 

ésta o de los demás organismos o autoridades públicas que establece la 

Constitución.  

3. Por delitos contra la personalidad internacional del Estado o contra la 

administración pública.  

En los dos primeros casos, la pena será de destitución y de inhabilitación para ejercer cargo 

público por el término que fije la Ley. En el tercer caso, se aplicará el derecho común.  

   

Artículo 192- No podrá ser elegido Presidente de la República:  

1. El ciudadano que llamado a ejercer la Presidencia por falta absoluta del titular, la 

hubiera ejercido en cualquier tiempo durante los tres años inmediatamente 

anteriores al período para el cual se hace la elección.  

2. Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad del 

Presidente de la República que hayan ejercido sus funciones en el período 

inmediatamente anterior a los del ciudadano indicado en el Numeral uno de este 

artículo.  

 

Artículo 193- No podrá ser elegido Vicepresidente de la República:  

1. El Presidente de la República que hubiere desempeñado sus funciones en cualquier 

tiempo, cuando la elección del Vicepresidente de la República sea para el período 

siguiente al suyo.  

2. Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad del 

Presidente de la República, para el período que sigue a aquel en el que el Presidente 

de la República hubiere ejercido el cargo.  

3. El ciudadano que como Vicepresidente de la República hubiere ejercido el cargo de 

Presidente de la República en forma permanente en cualquier tiempo durante los 

tres años anteriores al período para el cual se hace elección.  



4. Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad del 

ciudadano expresado en el numeral anterior para el período inmediatamente 

siguiente a aquél en que éste hubiere ejercido la Presidencia de la República.  

5. Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad del 

Presidente de la República. 

CAPITULO 2º:  

Los Ministros de Estado 

 

Artículo 194- Los Ministros de Estado son los Jefes de sus respectivos ramos y 

participan con el Presidente de la República en el ejercicio de sus funciones, de 

acuerdo con esta Constitución y la Ley.  

   

Artículo 195- La distribución de los negocios entre los Ministros de Estado se 

efectuará de conformidad con la Ley, según sus afinidades.  

   

Artículo 196- Los Ministros de Estado deben ser panameños por nacimiento, 

haber cumplido veinticinco años de edad y no haber sido condenados por delito 

doloso con pena privativa de la libertad de cinco años o más, mediante sentencia 

ejecutoriada, proferida por un tribunal de justicia. 

   

Artículo 197- No podrán ser nombrados Ministros de Estado los parientes del 

Presidente de la República dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo 

de afinidad, ni ser miembros de un mismo Gabinete personas unidades entre sí 

por los expresados grados de parentesco.  

   

Artículo 198- Los Ministros de Estado entregarán personalmente a la Asamblea 

Legislativa un informe o memoria anual sobre el estado de los negocios de su 

Ministerio y sobre las reformas que juzguen oportuno introducir.  

 

 

 

CAPITULO 3º:  

El Consejo de Gabinete 

 

Artículo 199- El Consejo de Gabinete es la reunión del Presidente de la 

República, quien lo presidirá, o del encargado de la Presidencia, con el 

Vicepresidente de la República y los Ministros de Estado.  

   

Artículo 200- Son funciones del Consejo de Gabinete:  

1. Actuar como cuerpo consultivo en los asuntos que someta a su 
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consideración el Presidente de la República y en los que deba ser oído 

por mandato de la Constitución o de la Ley.  

2. Acordar con el Presidente de la República los nombramientos de los 

Magistrados de la Corte Suprema de Justicia del Procurador General de 

la Nación, del Procurador de la Administración, y de sus respectivos 

suplentes, con sujeción a la aprobación de la Asamblea Legislativa.  

3. Acordar la celebración de contratos, la negociación de empréstitos y la 

enajenación de bienes nacionales muebles o inmuebles, según lo 

determine la Ley.  

4. Acordar con el Presidente de la República que éste pueda transigir o 

someter a arbitraje los asuntos litigiosos en que el Estado sea parte, para 

lo cual es necesario el concepto favorable del Procurador General de la 

Nación.  

Este numeral no se aplicará a los convenios arbitrales pactados 

contractualmente por el Estado, los cuales tendrán eficacia por sí 

mismos. 

5. Decretar, bajo la responsabilidad colectiva de todos sus miembros, el 

Estado de Urgencia y la suspensión de las normas constitucionales 

pertinentes, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 55 de esta 

Constitución.  

6. Requerir de los funcionarios públicos, entidades estatales y empresas 

mixtas los informes que estime necesarios o convenientes para el 

despacho de los asuntos que deba considerar y citar a los primeros y a los 

representantes de las segundas que rindan informes verbales.  

7. Negociar y contratar empréstitos; organizar el crédito público; reconocer 

la deuda nacional y arreglar su servicios; fijar y modificar los aranceles, 

tasas y demás disposiciones concernientes al régimen de aduanas, con 

sujeción a las normas previstas en las Leyes a que se refiere el Numeral 

11 del Artículo 159. Mientras el Órgano Legislativo no haya dictado Ley 

o Leyes que contengan las normas generales correspondientes, el Órgano 

Ejecutivo podrá ejercer estas atribuciones y enviará al Órgano 

Legislativo copia de todos los Decretos que dicte en ejercicio de esta 

facultad.  

8. Dictar el reglamente de su régimen interno y ejercer las demás funciones 

que le señale la Constitución o la Ley. 

 

 

 
Son funciones legislativas de la Asamblea: 
 
- Expedir las leyes necesarias para el cumplimiento de los fines y el 

ejercicio de las funciones del Estado;  
 



- Expedir, modificar, reformar o derogar los Códigos Nacionales;  
 
- Expedir la Ley General de Sueldos propuesta por el Órgano Ejecutivo;  
 
- Aprobar o desaprobar, antes de su ratificación, los tratados y los 

convenios internacionales que celebre el Órgano Ejecutivo;  
 
- Intervenir en la aprobación del Presupuesto del Estado, según se 

establece en el Título IX de la Constitución;  
 
- Declarar la guerra y facultar al Órgano Ejecutivo para asegurar y 

concertar la paz;  

 

- Decretar amnistía por delitos políticos;  
 
- Establecer o reformar la división política del territorio nacional;  
 
- Determinar la ley, el peso, valor, forma, tipo y denominación de la 

moneda nacional;  
 
- Disponer sobre la aplicación de los bienes nacionales a usos públicos;  
 
- Establecer impuestos y contribuciones nacionales, rentas y 

monopolios oficiales para atender los servicios públicos;  

- Dictar las normas generales o específicas a las cuales deben 

sujetarse el Órgano Ejecutivo, las entidades autónomas y 

semiautónomas, las empresas estatales y mixtas cuando, con 

respecto a estas últimas, el Estado tenga su control 

administrativo, financiero o accionario, para los siguientes efectos: 

negociar y contratar empréstitos; organizar el crédito público; 

reconocer la deuda nacional y arreglar su servicio; fijar y modificar 

los aranceles, tasas y demás disposiciones concernientes al 

régimen de aduanas;  
 
- Determinar, a propuesta del Órgano Ejecutivo, la estructura de la 

administración nacional mediante la creación de Ministerios, 

Entidades Autónomas, Semi-autónomas, Empresas Estatales y 

demás establecimientos públicos, y distribuir entre ellos las 

funciones y negocios de la Administración, con el fin de asegurar 

la eficacia de las funciones administrativas;  
 
- Organizar los servicios públicos establecidos en la Constitución; 

expedir o autorizar la expedición del Pacto social y los Estatutos 

de las sociedades de economía mixta y las Leyes orgánicas de 

las empresas industriales o comerciales del Estado, así como 

dictar las normas correspondientes a las carreras previstas en el 

Título XI;  
 
- Decretar las normas relativas a la celebración de contratos en los 

cuales sea parte o tenga interés el Estado o algunas de sus 

entidades o empresas;  



 

Aprobar o improbar los contratos en los cuales sea parte o tenga 

interés el Estado o algunas de sus entidades o empresas, si su 

celebración no estuviera reglamentada previamente conforme al 

numeral catorce o si algunas estipulaciones contractuales no 

estuvieren ajustadas a la respectiva Ley de autorizaciones; 
 
- Conceder al Órgano Ejecutivo, cuando éste lo solicite, y siempre que 

la necesidad lo exija, facultades extraordinarias precisas, que 

serán ejercidas, durante el receso de la Asamblea Nacional 

mediante Decretos-Leyes; 
 
-      Dictar el Reglamento Orgánico de su régimen interno. 
 
Son funciones judiciales de la Asamblea: 
 
- Conocer de las acusaciones o denuncias que se presenten contra 

el Presidente de la República y los Magistrados de la Corte 

Suprema de Justicia y juzgarlos si a ello diere lugar, por actos 

ejecutados en el ejercicio de sus funciones en perjuicio del libre 

funcionamiento del poder público o violatorios de la Constitución o 

las leyes;  
 
- Conocer de las acusaciones o denuncias que se presenten contra 

los miembros de la Asamblea Nacional y determinar si hay lugar a 

formación de causa, caso en el cual autorizará el enjuiciamiento 

del Diputado de que se trate por el delito que específicamente se 

le impute.  
 
Son funciones administrativas de la Asamblea: 
 
- Examinar las credenciales de sus propios miembros y decidir si han 

sido expedidas en la forma que prescribe la Ley; 
 
- Admitir o rechazar la renuncia del Presidente y del Vicepresidente de 

la República; 

 

- Conceder licencia al Presidente de la República cuando se la solicite, 

y autorizarlo para ausentarse del territorio nacional, conforme a lo 

dispuesto en la Constitución; 

 

- Aprobar o improbar los nombramientos de los Magistrados de la 

Corte Suprema de Justicia, del Procurador General de la Nación, 

del Procurador de la Administración y los demás que haga el 

Ejecutivo y que, por disposición de esta Constitución o de la Ley, 

requieran la ratificación de la Asamblea Nacional;  
 
- Nombrar al Contralor General de la República, y al Subcontralor 

de la República, al Defensor del Pueblo, al Magistrado del 



Tribunal Electoral y al suplente que le corresponde conforme a la 

Constitución;  
 
- Nombrar, con sujeción a lo previsto en la Constitución y en el 

Reglamento Interno, las Comisiones Permanentes de la Asamblea 

Nacional y las Comisiones de Investigación sobre cualquier 

asunto de interés público, para que informen al Pleno a fin de que 

dicte las medidas que considere apropiadas;  
 
- Dar votos de censura contra los Ministros de Estado cuando 

éstos, a juicio de la Asamblea Nacional, sean responsables de 

actos atentatorios o ilegales, o de errores graves que hayan 

causado perjuicio a los intereses del Estado. Para que el voto de 

censura sea exequible se requiere que sea propuesto por escrito 

con seis días de anticipación a su debate, por no menos de la 

mitad de los Diputados, y aprobado con el voto de las dos terceras 

partes de la Asamblea;  

- Examinar y aprobar o deslindar responsabilidades sobre la Cuenta 

General del Tesoro que el Ejecutivo le presente, con el concurso 

del Contralor General de la República;  
 
- Citar o requerir a los funcionarios que nombre o ratifique el 

Órgano Legislativo, a los Ministros de Estado, a los Directores 

Generales o Gerentes de todas las entidades autónomas, 

semiautónomas, organismos descentralizados, empresas 

industriales o comerciales del Estado, así como a los de las 

empresas mixtas a las que se refiere el numeral once del artículo 

159, para que rindan los informes verbales o escritos sobre las 

materias propias de su competencia, que la Asamblea Nacional 

requiera para el mejor desempeño de sus funciones o para 

conocer los actos de la Administración, salvo lo dispuesto en el 

numeral 7 del artículo 16. Cuando los informes deban ser 

verbales, las citaciones se harán con anticipación no menor de 

cuarenta y ocho horas y se formulará en cuestionario escrito y 

específico. Los funcionarios que hayan de rendir el informe 

deberán concurrir y ser oídos en la sesión para la cual fueron 

citados, sin perjuicio de que el debate continúe en sesiones 

posteriores por decisión de la Asamblea Nacional. Tal debate no 

podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario específico;  

 

- Rehabilitar a los que hayan perdido derechos inherentes a la 
ciudadanía;  

 
- Aprobar, reformar o derogar el decreto de estado de urgencia y la 

suspensión de las garantías constitucionales, conforme a lo 

dispuesto en la Constitución.  

 



ORGANO JUDICIAL 

            

ARTICULO 201. La administración de justicia es gratuita, expedita e ininterrumpida. La 

gestión y actuación de todo proceso se surtirá en papel simple y no estarán sujetas a 

impuesto alguno. Las vacaciones de los Magistrados, Jueces y empleados judiciales no 

interrumpirán el funcionamiento continuo de los respectivos tribunales. 

 
ARTICULO 202. El Órgano Judicial está constituido por la Corte Suprema de Justicia, los 

tribunales y los juzgados que la Ley establezca. La administración de justicia también podrá 

ser ejercida por la jurisdicción arbitral conforme lo determine la Ley. Los tribunales 

arbitrales podrán conocer y decidir por sí mismos acerca de su propia competencia. 

 
ARTICULO 203. La Corte Suprema de Justicia estará compuesta del número de 

Magistrados que determine la Ley, nombrados mediante acuerdo del Consejo de Gabinete, 

con sujeción a la aprobación del Órgano Legislativo, para un periodo de diez años. La falta 

absoluta de un Magistrado será cubierta mediante nuevo nombramiento para el resto del 

periodo respectivo. 

 
Cada Magistrado tendrá un suplente nombrado en igual forma que el principal y 

para el mismo periodo, quien lo reemplazará en sus faltas, conforme a la Ley. Solo podrán 

ser designados suplentes, los funcionarios de Carrera Judicial de servicio en el Órgano 

Judicial. 

 
Cada dos años, se designarán dos Magistrados, salvo en los casos en que por razón 

del número de Magistrados que integren la Corte, se nombren más de dos o menos de dos 

Magistrados. Cuando se aumente el número de Magistrados de la Corte, se harán los 

nombramientos necesarios para tal fin, y la Ley respectiva dispondrá lo adecuado para 

mantener el principio de nombramientos escalonados. 

 
No podrá ser nombrado Magistrado de la Corte Suprema de Justicia:  
1. Quien esté ejerciendo o haya ejercido el cargo de Diputado de la República o suplente de 

Diputado durante el periodo constitucional en curso.  

2. Quien esté ejerciendo o haya ejercido cargos de mando y jurisdicción en el Órgano 

Ejecutivo durante el periodo constitucional en curso.  

La Ley dividirá la Corte en Salas, formadas por tres Magistrados permanentes cada una. 

 
ARTICULO 204. Para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia se requiere: 

1. Ser panameño por nacimiento.  

2. Haber cumplido treinta y cinco años de edad.  

3. Hallarse en pleno goce de los derechos civiles y políticos.  

4. Ser graduado en Derecho y haber inscrito el título universitario en la oficina que la Ley 

señale.  

5. Haber completado un periodo de diez años durante el cual haya ejercido indistintamente 



la profesión de abogado, cualquier cargo del Órgano Judicial, del Ministerio Público, del 

Tribunal Electoral o de la Defensoría del Pueblo que requiera título universitario en 

Derecho, o haber sido profesor de Derecho en un establecimiento de enseñanza 

universitaria. Se reconoce la validez de las credenciales para ser Magistrado de la Corte 

Suprema de Justicia, otorgadas de acuerdo con disposiciones constitucionales anteriores.  
 
ARTICULO 205. La persona que haya sido condenada por delito doloso, mediante 

sentencia ejecutoriada proferida por un tribunal de justicia, no podrá desempeñar cargo 

alguno en el Órgano Judicial. 

 
ARTICULO 206. La Corte Suprema de Justicia tendrá, entre sus atribuciones 

constitucionales y legales, las siguientes: 

1. La guarda de la integridad de la Constitución para lo cual la Corte en pleno conocerá y 

decidirá, con audiencia del Procurador General de la Nación o del Procurador de la 

Administración, sobre la inconstitucionalidad de las Leyes, decretos, acuerdos, resoluciones 

y demás actos que por razones de fondo o de forma impugne ante ella cualquier persona.  
Cuando en un proceso el funcionario público encargado de impartir justicia advirtiere o se 

lo advirtiere alguna de las partes que la disposición legal o reglamentaria aplicable al caso 

es inconstitucional, someterá la cuestión al conocimiento del pleno de la Corte, salvo que la 

disposición haya sido objeto de pronunciamiento por parte de ésta, y continuará el curso del 

negocio hasta colocarlo en estado de decidir. Las partes sólo podrán formular tales 

advertencias una sola vez por instancia.  
2. La jurisdicción contencioso-administrativa respecto de los actos, omisiones, prestación 

defectuosa o deficiente de los servicios públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que 

ejecuten, adopten, expidan o en que incurran en ejercicio de sus funciones o pretextando 

ejercerlas, los funcionarios públicos y autoridades nacionales, provinciales, municipales y 

de las entidades públicas autónomas o semiautónomas. A tal fin, la Corte Suprema de 

Justicia con audiencia del Procurador de la Administración, podrá anular los actos acusados 

de ilegalidad; restablecer el derecho particular violado; estatuir nuevas disposiciones en 

reemplazo de las impugnadas y pronunciarse prejudicialmente acerca del sentido y alcance 

de un acto administrativo o de su valor legal. 

Podrán acogerse a la jurisdicción contencioso-administrativa las personas afectadas por el 

acto, resolución, orden o disposición de que se trate; y, en ejercicio de la acción pública, 

cualquier persona natural o jurídica domiciliada en el país.  
3. Investigar y procesar a los Diputados. Para efectos de la investigación, el Pleno de la 

Corte Suprema de Justicia comisionará a un agente de instrucción. Las decisiones de la 

Corte en el ejercicio de las atribuciones señaladas en este articulo son finales, definitivas, 

obligatorias y deben publicarse en la Gaceta Oficial. 

 
ARTICULO 207. No se admitirán recursos de inconstitucionalidad ni de amparo de 

garantías constitucionales contra los fallos de la Corte Suprema de Justicia o sus Salas. 

 
ARTICULO 208. Los Magistrados y Jueces principales no podrán desempeñar ningún otro 

cargo público, excepto el de profesor para la enseñanza del Derecho en establecimientos de 

educación universitaria. 

 



ARTICULO 209. En los Tribunales y juzgados que la Ley establezca, los Magistrados 

serán nombrados por la Corte Suprema de Justicia y los Jueces por su superior jerárquico. 

El personal subalterno será nombrado por el Tribunal o juez respectivo. Todos estos 

nombramientos serán hechos con arreglo a la Carrera Judicial, según los dispuesto en el 

Título XI. 

 
ARTICULO 210. Los Magistrados y Jueces son independientes en el ejercicio de sus 

funciones y no están sometidos más que a la Constitución y a la Ley; pero los inferiores 

están obligados a acatar y cumplir las decisiones que dicten sus superiores jerárquicos al 

revocar o reformar, en virtud de recursos legales, las resoluciones proferidas por aquellos. 

 

ARTICULO 211. Los Magistrados y los Jueces no serán depuestos ni suspendidos o 

trasladados en el ejercicio de sus cargos, sino en los casos y con las formalidades que 

disponga la Ley. 
 
ARTICULO 212. Los cargos del Organo Judicial son incompatibles con toda participación 

en la política, salvo la emisión del voto en las elecciones, con el ejercicio de la abogacía o 

del comercio y con cualquier otro cargo retribuido, excepto lo previsto en el artículo 208. 

 
ARTICULO 213. Los sueldos y asignaciones de los Magistrados de la Corte Suprema de 

Justicia no serán inferiores a los de los Ministros de Estado. Toda supresión de empleos en 

el ramo Judicial se hará efectiva al finalizar el período correspondiente. 

 
ARTICULO 214. La Corte Suprema de Justicia y el Procurador General de la Nación 

formularán los respectivos Presupuestos del Órgano Judicial y del Ministerio Público y los 

remitirán oportunamente al Órgano Ejecutivo para su inclusión en el proyecto de 

Presupuesto General del sector público. El Presidente de la Corte y el Procurador podrán 

sustentar, en todas las etapas de los mismos, los respectivos proyectos de Presupuesto. 

 
Los presupuestos del Órgano Judicial y del Ministerio Público, no serán inferiores, 

en conjunto, al dos por ciento de los ingresos corrientes del Gobierno Central. 

 
Sin embargo, cuando esta cantidad resultare superior a la requerida para cubrir las 

necesidades fundamentales propuestas por el Órgano Judicial y el Ministerio Público, el 

Órgano Ejecutivo incluirá el excedente en otros renglones de gastos o inversiones en el 

proyecto de Presupuesto del Gobierno Central, para que la Asamblea Nacional determine lo 

que proceda. 

 
ARTICULO 215. Las Leyes procesales que se aprueben se inspirarán, entre otros, en 

los siguientes principios.  
1. Simplificación de los trámites, economía procesal y ausencia de formalismos. 

2. El objeto del proceso es el reconocimiento de los derechos consignados en la Ley 

substancial. 

 

ARTICULO 216. Los Magistrados y Jueces no podrán ser detenidos ni arrestados sino en 

virtud de mandamiento escrito de la autoridad judicial competente para juzgarlos. 



 
ARTICULO 217. La Ley arbitrará los medios para prestar asesoramiento y defensa 

jurídica a quienes por su situación económica no puedan procurárselos por si mismos, tanto 

a través de los organismos oficiales, creados al efecto, como por intermedio de las 

asociaciones profesionales de abogados reconocidas por el Estado. 

 

ARTICULO 218. Se instituye el juicio por jurados. La Ley determinará las causas que 

deban decidirse por este sistema. 

 
CAPITULO 2º  

EL MINISTERIO PÚBLICO 

 
ARTICULO 219. El Ministerio Público será ejercido por el Procurador General de la 

Nación, el Procurador de la Administración, los Fiscales y Personeros y por los demás 

funcionarios que establezca la Ley. Los agentes del Ministerio Público podrán ejercer por 

delegación, conforme lo determine la Ley, las funciones del Procurador General de la 

Nación. 

 
ARTICULO 220. Son atribuciones del Ministerio Público:  
1. Defender los intereses del Estado o del Municipio.  

2. Promover el cumplimiento o ejecución de las Leyes, sentencias judiciales y 

disposiciones administrativas.  

3. Vigilar la conducta oficial de los funcionarios públicos y cuidar que todos desempeñen 

cumplidamente sus deberes.  

4. Perseguir los delitos y contravenciones de disposiciones constitucionales o legales.   
5. Servir de consejeros jurídicos a los funcionarios administrativos.  

6. Ejercer las demás funciones que determine la Ley.  

 

ARTICULO 221. Para ser Procurador General de la Nación y Procurador de la 

Administración se necesitan los mismos requisitos que para ser Magistrado de la Corte 

Suprema de Justicia. Ambos serán nombrados por un período de diez años. 

 

 

ARTICULO 222. Son funciones especiales del Procurador General de la Nación: 

1. Acusar ante la Corte Suprema de Justicia a los funcionarios públicos cuyo juzgamiento 

corresponda a esta Corporación.  

2. Velar por que los demás Agentes del Ministerio Público desempeñen fielmente su 

cargo, y que se les exija responsabilidad por falta o delitos que cometan.  
 
ARTICULO 223. Rigen respecto a los Agentes del Ministerio Público las mismas 

disposiciones que para los funcionarios judiciales establecen los artículos 205, 208, 210, 

211, 212 y 216. 

 
ARTICULO 224. El Procurador General de la Nación y el Procurador de la 

Administración serán nombrados de acuerdo con los mismos requisitos y prohibiciones 

establecidos para los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 



 
Las faltas temporales de alguno de los Procuradores serán cubiertas por un 

funcionario del Ministerio Público, en calidad de Procurador Encargado, que cumpla con 

los mismos requisitos para el cargo y quien será designado temporalmente por el respectivo 

Procurador. 

 
Los Fiscales y Personeros serán nombrados por sus superiores jerárquicos. El 

personal subalterno será nombrado por el Fiscal o Personero respectivo. Todos estos 

nombramientos serán hechos con arreglo a la Carrera Judicial.   



ARTICULO 222. Son funciones especiales del Procurador General de la Nación: 

3. Acusar ante la Corte Suprema de Justicia a los funcionarios públicos cuyo 

juzgamiento corresponda a esta Corporación.  

4. Velar por que los demás Agentes del Ministerio Público desempeñen fielmente su 

cargo, y que se les exija responsabilidad por falta o delitos que cometan.  
 
ARTICULO 223. Rigen respecto a los Agentes del Ministerio Público las mismas 

disposiciones que para los funcionarios judiciales establecen los artículos 205, 208, 210, 

211, 212 y 216. 

 
ARTICULO 224. El Procurador General de la Nación y el Procurador de la 

Administración serán nombrados de acuerdo con los mismos requisitos y prohibiciones 

establecidos para los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

 
Las faltas temporales de alguno de los Procuradores serán cubiertas por un 

funcionario del Ministerio Público, en calidad de Procurador Encargado, que cumpla 

con los mismos requisitos para el cargo y quien será designado temporalmente por el 

respectivo Procurador. 

 
Los Fiscales y Personeros serán nombrados por sus superiores jerárquicos. El 

personal subalterno será nombrado por el Fiscal o Personero respectivo. Todos estos 

nombramientos serán hechos con arreglo a la Carrera Judicial. 
 
 


